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1. Presentación 

En esta investigación se reflexiona sobre las víctimas de trauma ocular, que 

corresponden a distintos tipos de lesiones y heridas oculares producidas por el uso 

desproporcionado de la fuerza por parte de agentes del Estado, entre los meses de 

octubre de 2019 y marzo de 2020, durante el denominado «estallido social» en Chile. 

Se argumenta a favor de la responsabilidad del Estado de reparar integralmente los 

daños causados a las víctimas. Para efectos de la presente investigación se entenderá 

por trauma ocular lo dispuesto por el Ministerio de Salud: “[…] traumatismo 

originado por mecanismos contusos o penetrantes sobre el globo ocular y sus 

estructuras periféricas, ocasionando daño tisular de diverso grado de afectación (Leve-

Moderado-Severo) con compromiso de la función visual, temporal o permanente”1. En 

base a la información proporcionada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos 

(INDH) el número de víctimas alcanza a 460 personas2, a partir de visitas y 

recolección de información en “68 centros de salud y unidades médicas desde el 19 de 

octubre”3.  

A la fecha, la respuesta del Estado para reparar a las víctimas del estallido social 

ha sido insuficiente, por lo que en este texto se reflexiona detenidamente sobre: 1°) las 

características de los traumas oculares en atención a las vulneraciones a las víctimas 

producidas en 2019-2020; 2°) la obligación del Estado de otorgar una reparación 

integral a las víctimas, de acuerdo al derecho internacional público; 3°) las 

herramientas que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) y los 

tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile establecen como 

mecanismos de reparación para estos u otros casos de similares características, y 4°) 

un conjunto de medidas de política pública y propuestas normativas que debieran 

tenerse a la vista al momento de discutir públicamente cómo reparar los daños 

causados a las víctimas.  

A comienzos de octubre de 2019 se anunció el alza del precio de la tarifa del Metro 

de Santiago en 30 pesos. A partir del 7 de octubre de ese año se desencadenó una serie 

de protestas masivas de estudiantes secundarios que evadieron el pago del pasaje4. En 

los días sucesivos las manifestaciones se mantuvieron, siendo el 18 de octubre el día en 

que se llevaron a cabo numerosos actos de violencia y vandalismo, incluyendo la 

destrucción de diversas estaciones del Metro, saqueos e incendios en distintas ciudades. 

Con la intención de controlar los desmanes y de reestablecer el orden público, el 

presidente Sebastián Piñera decretó el estado de excepción constitucional de 

emergencia en la Región Metropolitana5. El estado de excepción se fue extendiendo a 

diversas regiones del país y se prolongó hasta por nueve días en algunos lugares6. Sin 
                                                           
1     MINISTERIO DE SALUD (2009), p. 11. 
2     INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2020), p. 24. 
3     Id., p. 20.  
4  INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2019), p. 13. 
5  AMNISTÍA INTERNACIONAL (2020), p. 9. 
6    ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS (2019), p. 6. 
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embargo, las manifestaciones en las vías públicas continuaron, exigiendo mejoras 

respecto de las condiciones de vida y acceso a derechos sociales. Tal como se consigna 

en el Informe del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(ACNUDH), elaborado en esa época y con ocasión de la violencia que acontecía en 

Chile: 

A pesar de tener uno de los ingresos per cápita más altos de América Latina, Chile se encuentra 

entre los países de la región con altos niveles de desigualdad. Según la CEPAL, la riqueza en 

Chile está altamente concentrada. En 2017, mientras que el 50% más pobre de los hogares 

poseía el 2,1% de la riqueza neta del país, el 10% más rico tenía dos tercios (66,5%) y el 1% 

más rico representaba el 26,5%. Para muchos chilenos, el acceso a bienes y servicios ha 

significado asumir una deuda sustancial, incluso para cubrir artículos de la canasta social 

básica como alimentos, salud, educación, vivienda y transporte.7 

No todas las manifestaciones fueron pacíficas. Según constató Human Rights 

Watch, hubo hechos de violencia por parte de algunas personas que realizaron 

saqueos, destrucción de bienes públicos y privados, ataques a Carabineros, entre 

otros8. Sin embargo, en base al informe del ACNUDH: “[…] durante un número 

significativo de protestas, Carabineros utilizó fuerza no letal cuando la manifestación 

fue pacífica, con el objetivo aparente de dispersar la manifestación o evitar que los 

participantes llegaran al punto de reunión.”9 Además se hace referencia al uso de 

escopetas antidisturbios por parte de funcionarios de Carabineros, cuyos disparos 

incluso estuvieron dirigidos a civiles en contextos de manifestación pacífica y en 

ausencia de enfrentamientos10. Según el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la 

Tortura, el uso excesivo de la fuerza “equivale a un trato cruel, inhumano o 

degradante”11. Nash sostiene que las víctimas de trauma ocular por acción de agentes 

del Estado vieron vulnerado su derecho a la integridad personal, generando efectos 

desproporcionados en las víctimas y su entorno12. Dicho derecho se encuentra 

reconocido en diversos tratados internacionales de derechos humanos que han sido 

ratificados por Chile. El derecho a la integridad personal tiene como núcleo central la 

prohibición de la tortura y de las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

También recoge aspectos relacionados a la protección de las condiciones de las 

personas privadas de libertad13. El Artículo 5 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (1969)14 consagra el derecho a la integridad personal en los 

siguientes términos: 

                                                           
7  Id., p. 4. 
8  HUMAN RIGHTS WATCH (2019). 
9    ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS (2019), p. 9.   
10  Ib. 
11  VELÁZQUEZ et al. (2021), p. 540. 
12   NASH (2021), p. 127. 
13  MEDINA (2005), p. 139. 
14  Suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos (B-32) de la 

Organización de Estados Americanos (OEA), en San José de Costa Rica, del 7 al 22 de noviembre de 

1969, ratificada por el Estado de Chile el 10 de agosto de 1990. 
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1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.  

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al 

ser humano.  

Otros tratados internacionales que recogen este derecho son el Pacto Internacional 

de Derecho Civiles y Políticos (1966), que dispone en su Artículo 7 que “nadie será 

sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”15. La 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (1985)16 expresa en 

su Artículo 6 lo siguiente: 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados parte tomarán medidas efectivas 

para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción.  

Los Estados parte se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer 

tales actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos 

sanciones severas que tengan en cuenta su gravedad.  

Igualmente, los Estados parte tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar, además, 

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción. 

Estos instrumentos internacionales son vinculantes para el Estado, estando 

obligado a reparar a las víctimas de manera integral. Como es sabido, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (CADH) y la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura forman parte del SIDH. Ello permite a las víctimas, 

una vez agotadas todas las instancias internas a nivel nacional, buscar formas de 

reparación ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).  

Los acontecimientos de violencia político-institucional vividos durante el estallido 

social en los casos de víctimas de trauma ocular por acción de las Fuerzas Armadas y 

de Orden y Seguridad significan hechos que contravienen el derecho internacional de 

los derechos humanos. El Estado de Chile ‒junto a las víctimas, sus familiares, 

organizaciones de derechos humanos, sociedad civil, y otros actores‒ se encuentra 

obligado a efectuar un trabajo coordinado que permita reparar los derechos 

vulnerados. El Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) ha planteado las 

siguientes líneas de acción: 

Se recomienda al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 

incorporar en el Plan Nacional de Derechos Humanos, el conjunto de procedimientos y 

acciones destinadas al establecimiento de la verdad de los hechos ocurridos en Chile desde el 18 

de octubre de 2019 y la garantía de no repetición de las violaciones de derechos humanos. Así 

también, se recomienda la generación de un conjunto de medidas de reparación pertinentes y 

                                                           
15  Adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) por Resolución 

N° 2.200, el 16 de diciembre de 1966. Ratificado por el Estado de Chile, el 10 de febrero de 1972. 
16  Adoptada en la Asamblea General de la OEA el 12 de septiembre de 1985 y ratificada por el Estado de 

Chile el 15 de septiembre de 1988. 
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adecuadas al daño provocado a las víctimas que contemple el acceso prioritario y especializado 

a prestaciones de salud física y mental, rehabilitación e indemnizaciones.17 

Para evitar que en el futuro se cometan actos de uso desproporcionado de la fuerza 

por parte de agentes estatales, es imprescindible que en nuestro país las políticas 

públicas, ajustes normativos y reformas institucionales fortalezcan los cinco pilares de 

la justicia transicional, a saber, verdad, justicia, reparación, memoria y garantías de 

no repetición18.  

En el ámbito de esta investigación, armamento como escopetas antidisturbios y 

lanza granadas de gas lacrimógeno generó daños a las víctimas de trauma ocular y a 

víctimas de otro tipo de lesiones físicas, en razón de lo cual, y según se consignará más 

adelante, resultan esenciales algunas medidas reparatorias concretas. Algunos 

ejemplos de medidas son la prohibición y la búsqueda de métodos disuasivos que no 

vulneren el derecho a la integridad personal de los manifestantes. Además, se debe 

instruir a Carabineros de Chile y las instituciones armadas en función de que su actuar 

se ajuste a los derechos humanos y a los tratados y estándares internacionales sobre 

derechos humanos y que regulan el uso de la fuerza. También cobra relevancia la 

investigación de los hechos, se determine a los responsables y se apliquen las sanciones 

previamente establecidas en el ordenamiento jurídico. Todo ello contribuye a 

fortalecer la verdad, justicia y garantías de no repetición. Otro aspecto a tener en 

cuenta consiste en fijar una política de control y monitoreo sobre el uso excesivo de la 

fuerza y, en caso de vulnerarse, las autoridades competentes establezcan sanciones 

concretas a los agentes del Estado implicados, proporcionales a la gravedad de los 

hechos. Entre estas sanciones debe considerarse la destitución inmediata de los 

infractores, ya que su actuar significa un riesgo para las personas.  

En cuanto a la memoria, se deben buscar mecanismos para conmemorar a las 

víctimas de vulneraciones a los derechos humanos por partes del Estado, reconociendo 

o estableciendo sitios de memoria, placas conmemorativas o museos. Esas medidas 

sirven para que la población tome consciencia de la importancia de proteger los 

derechos humanos en todo evento, para que Nunca Más se incurra agentes del Estado 

incurran en acciones de represión estatal. La combinación de justicia y memoria se 

suma a la necesidad de establecer políticas de reparación a favor de las víctimas de 

trauma ocular y de otras violaciones a los derechos humanos. Como se verá más 

adelante, se requieren políticas de rehabilitación física, psicológica o psiquiátrica, 

indemnizaciones compensatorias, reinserción laboral o pensiones de gracia, entre 

otras. Lo anterior resulta esencial para el fortalecimiento de la paz social y del Estado 

democrático de derecho. 

                                                           
17   INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2019), p. 89. 
18  ROJAS & SHAFTOE (2022), Cap. 1. 
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2. Trauma ocular en el estallido social de 2019 

El estallido social dejó un total de 460 víctimas de trauma ocular, existiendo distintos 

tipos de lesiones oculares según el daño producido. En base a las investigaciones 

realizadas por el INDH, se pueden observar 26 casos de estallido ocular, 9 de pérdida 

ocular, 247 de lesión ocular y 178 de trauma ocular. La mayoría de los casos se 

concentran en la Región Metropolitana; sin embargo, tal como se muestra en la Figura 

N° 1, también hay casos en otras regiones del país19: 

Figura N° 1. Heridas oculares, por región 
Región Estallido ocular Pérdida ocular Lesión ocular Trauma ocular Total 

Arica y Parinacota 0 1 3 1 5 

Tarapacá 0 1 4 1 6 

Antofagasta 0 0 0 0 0 

Atacama 0 0 1 1 2 

Coquimbo 1 2 1 1 5 

Valparaíso 0 0 0 4 4 

O'Higgins 0 0 0 0 0 

Maule 0 0 0 3 3 

Ñuble 0 0 0 1 1 

Bío Bío 0 0 1 7 8 

Araucanía 0 2 0 4 6 

Los Ríos 0 1 2 2 5 

Los Lagos 0 0 2 2 4 

Aysén 0 0 0 0 0 

Metropolitana 25 2 233 151 411 

Total 26 9 247 178 460 

FUENTE: INDH (Tabla 14). 

El 2 de febrero de 2021, el INDH dio a conocer su “Primer informe de seguimiento 

de recomendaciones”. En este documento el INDH no toma en consideración los casos 

de trauma ocular en atención a la cantidad de víctimas reportadas según las visitas e 

información recopilada en centros de salud y unidades médicas, sino que realiza el 

estudio y análisis estadístico en función de las acciones judiciales presentadas por el 

propio INDH20. El 12 de octubre de 2022, el INDH dio a conocer el documento 

“Panorama general de las acciones judiciales en el contexto de la crisis social. Reporte 

semanal de acciones judiciales”, manteniendo dicho criterio de contabilización de 

víctimas de distintos tipos de delitos. En cuanto a las víctimas de trauma ocular, el 

INDH ha contabilizado 212 personas con traumas o lesiones oculares: 85 con lesiones 

causadas por trauma ocular, 78 personas con pérdida de visión por trauma ocular 

irreversible y 49 con estallido de globo ocular21. 

El Presidente Sebastián Piñera declaró el 20 de octubre de 2019 en cadena nacional 

estar: “en guerra contra un enemigo poderoso, implacable, que no respeta a nada ni a 

nadie y que está dispuesto a usar la violencia y la delincuencia sin ningún límite, 

                                                           
19   INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2020), pp. 24-25. 
20   INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2021), p. 11.    
21   INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2022), p. 11.    
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incluso cuando significa la pérdida de vidas humanas, con el único propósito de 

producir el mayor daño posible.”22  Estas palabras pronunciadas desde el poder 

ejecutivo ponen en la palestra un problema a nivel de insurrección de la población que 

debe ser sofocado, en razón de ello el derecho a reunión y manifestación es 

invisibilizado legitimando un accionar represivo e incluso minimizando 

implícitamente el impacto del armamento utilizado por las fuerzas de orden y 

seguridad. En un contexto de guerra las escopetas antidisturbios y lanza granadas de 

gas lacrimógeno pueden ser vistas como necesarias, pero su uso no puede ser letal. Lo 

anterior ha sido expuesto por Amnistía Internacional de la siguiente forma: 

La narrativa del poder ejecutivo, con la vocería principal del presidente de la República 

Sebastián Piñera, se concentró en los actos de violencia y la destrucción de mobiliario urbano 

y minimizó las razones detrás de las protestas y estableció que se trataba de un movimiento 

“organizado” para atacar al gobierno. Esta visión de “guerra” y “destrucción” justificó el uso 

de la Ley de Seguridad del Estado, una norma mayormente utilizada durante el régimen del 

general Augusto Pinochet, violatoria del principio de legalidad, y que supone un uso 

desproporcionado e injustificado de la justicia penal para castigar conductas en contextos de 

protesta.23 

Como se puede apreciar, el poder ejecutivo trató de legitimar el uso excesivo de la 

fuerza al declarar que nos encontrábamos en un estado de guerra interna que debía ser 

sofocada. La declaración del estado de excepción constitucional de emergencia y la 

utilización de la Ley de Seguridad Interior del Estado son ejemplos de una política 

represiva que perseguía validar el uso excesivo de la fuerza pública. Esta decisión 

política repercutió en violaciones a los derechos humanos, algunas de las cuales por su 

gravedad podrían ser consideradas crímenes de lesa humanidad, tal como sucede en el 

caso de violencia sexual o torturas con resultado de muerte, etc.  

Todavía no se ha logrado identificar a la mayoría de los responsables por las 

violaciones a los derechos humanos durante el estallido social. Si se demuestra que en 

algunos casos se actuó en forma generalizada e institucionalmente sistemática, los 

responsables por acción u omisión o por responsabilidad de mando tendrán que ser 

oportunamente sancionados. Cabe recordar que, si se comprueba la comisión de 

crímenes de lesa humanidad, tales delitos son imprescriptibles y no podría declararse 

su amnistía. Según el informe de Amnistía Internacional: “[…] al menos cuatro 

querellas fueron introducidas y aceptadas a tramitación por el Poder Judicial en 

contra de las autoridades civiles de más alto nivel por crímenes de lesa humanidad con 

base en que las violaciones o ataques contra la población, habrían sido sistemáticas y 

generalizadas”24. 

Además, cobran relevancia las implicancias de tales violaciones a propósito de las 

responsabilidades del Presidente de la República y otros funcionarios o altos mandos, 

                                                           
22   AMNISTÍA INTERNACIONAL (2020), p. 9  
23   Id., p. 104.  
24   Id., p. 106. 
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según se constata en el informe de Amnistía Internacional, a propósito de la querella 

interpuesta por violación al Artículo 5 de la Ley N° 20.357: 

La primera fue introducida el 1 de noviembre ante el 7° Juzgado de Garantía de Santiago y 

apunta a la violación del artículo 5 de la Ley 20.357 que tipifica crímenes de lesa humanidad, 

genocidio y crímenes y delitos de guerra, en contra del jefe de Estado y otros funcionarios. De 

igual manera, al menos tres querellas más fueron introducidas y aceptadas por tribunales 

chilenos por posibles delitos de derecho penal internacional. 

Sobre este punto Valentina Vilches, en Casos de traumas oculares como crímenes de 

lesa humanidad tipificado en la Ley N° 20.357, expresa lo siguiente: 

Respecto al análisis de los requisitos establecidos en la Ley 20.357, se puede concluir que el 

ataque por parte de las Fuerzas de Orden y Seguridad, y en algunos casos por parte del 

Ejército, fue de carácter sistemático. Puesto que afectó a un gran número de personas, los actos 

se repitieron a lo largo del tiempo y el espacio territorial, y es posible reconocer un patrón de 

conducta de acuerdo con la forma de ejecución y a las personas a las que iba dirigido el ataque.  

En cuanto al elemento político, este se puede inferir a partir del actuar del gobierno y de los 

agentes policiales. La respuesta del gobierno ante las manifestaciones de descontento fue la 

represión tanto de las protestas violentas como no violentas, decretando estado de emergencia 

—que más tarde se evidenció inconstitucional—, declarando la guerra contra un enemigo 

poderoso —los manifestantes— y dotando de herramientas materiales y jurídicas a las Fuerzas 

de Orden y Seguridad. Todas estas señales son indicio de una política de seguridad ciudadana 

y seguridad nacional por parte del gobierno, pues se ve al otro como enemigo del Estado que 

hay que neutralizar a cualquier costo, incluso los derechos humanos de las personas.25 

Los datos proporcionados por el INDH, actualizados al 12 de octubre de 2022, 

relativos a 3.144 querellas interpuestas y caracterizadas por el propio organismo, 

hacen referencia a distintos tipos de violencia político-institucional durante el período 

del estallido social. La mayoría de los hechos ocurrieron en la Región Metropolitana; 

sin embargo, también existieron a lo largo de todo el país. Estos datos, contabilizados 

por región y siguiendo criterios metodológicos para su registro, demuestran la 

magnitud de las violaciones a los derechos humanos. El volumen de casos, el hecho de 

haber acontecido en un período acotado de tiempo, en todas las regiones del país, son 

antecedentes que permiten señalar que no fueron hechos aislados, sino que una política 

de organismos del Estado orientada a reprimir la manifestación de la población civil, 

vulnerando el deber de respeto y garantía a los derechos humanos, tal como queda 

reflejado en la siguiente tabla: 

  

                                                           
25   VILCHES (2020), pp. 26-27. 
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Figura N° 2: Número de querellas interpuestas por el INDH por violaciones  

a los derechos humanos durante el estallido social, por región 

Región Número de querellas Porcentaje de querellas 

Arica y Parinacota 72 2,3 

Tarapacá 129 4,1 

Antofagasta 120 3,8 

Atacama 78 2,5 

Coquimbo 149 4,7 

Valparaíso 299 9,5 

Metropolitana 1.325 42,1 

O'Higgins 76 2,4 

Maule 121 3,8 

Ñuble 52 1,7 

Biobío 264 8,4 

Araucanía 162 5,2 

Los Ríos 162 5,2 

Los Lagos 76 2,4 

Aysén 30 1,0 

Magallanes 29 0,9 

Total 3.144 100 

Fuente: INDH (2022), Registro de Ingreso Centralizado (datos actualizados al 12 de   octubre de 

2022), p. 2. 

 

Entre otros derechos, el uso excesivo de la fuerza por parte de Carabineros de Chile 

vulneró el «derecho a la integridad personal» de las víctimas. La utilización de lanza 

granadas de gas lacrimógeno y de escopetas antidisturbios no cumplió con los 

estándares internacionales de derechos humanos. El uso de la fuerza contempla el 

principio de legalidad, según el cual debe existir un objetivo legítimo para el uso de la 

fuerza por parte de los agentes estatales y una regulación que contemple cómo actuar 

legítimamente ante disturbios o manifestaciones en las vías públicas. El principio de 

necesidad limita el uso de la fuerza a los casos en que no exista otro medio para lograr 

un determinado fin. El principio de proporcionalidad establece que los métodos y 

medios a ocupar no deben ser mayores al peligro que se quiere evitar. También se ha 

reconocido la obligación de rendición de cuentas, que impone la responsabilidad por 

acción u omisión de agentes estatales y de sus superiores26. Según Claudio Nash, 

tampoco se cumplió con lo establecido en Chile en normas infralegales y protocolos de 

Carabineros sobre el uso de la fuerza no letal y de perdigones:  

Estos establecían que solo se usarán en situaciones donde existiera una «agresión activa». 

Evidentemente, la institucionalidad no ha sido capaz de evitar que estos sean 

sistemáticamente incumplidos por Carabineros. Dicho incumplimiento no es aislado ni 

aleatorio, sino que más bien parece obedecer a una decisión política destinada a aterrorizar a 

la población.27 

El Informe de la ACNUDH menciona múltiples aspectos en los cuales Carabineros 

de Chile transgredió los estándares internacionales de derechos humanos sobre el uso 

                                                           
26  Id., p. 16. 
27   NASH (2021), p. 131. 
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de la fuerza en contextos del ejercicio del derecho de reunión o manifestación pacífica. 

Los agentes estatales deben evitar el uso de métodos de dispersión de manifestaciones, 

incluso si no son pacíficas, pues sus esfuerzos deben estar destinados a distinguir y 

aislar a las personas que actúan violentamente respecto de quienes no transgreden las 

normas de orden público28. El hecho de que algunas personas actúen con violencia no 

transforma a una manifestación en violenta. Si la autoridad determina que una 

protesta ha dejado de ser pacífica, se deben seguir criterios tendientes a evitar o 

disminuir el uso de la fuerza29. 

La CIDH, en base a su visita in loco a Chile, señala en el informe Situación de 

Derechos Humanos en Chile que “[…] la CIDH fue informada que la principal causa 

de las lesiones oculares fue el impacto de perdigones o de bombas lacrimógenas 

utilizados por agentes de Carabineros dirigidos de manera horizontal al cuerpo de los 

manifestantes, particularmente al rostro”, reiterando la cifra de 460 víctimas con 

trauma ocular30. Cabe mencionar que las escopetas antidisturbios no cumplían con los 

estándares para ser clasificadas como armas menos letales. El tipo de munición que 

fue utilizado contenía componentes no autorizados. Además, tales escopetas al ser 

disparadas no tienen los niveles de precisión que otro tipo de armamentos ofrecen. Las 

investigaciones que se han llevado a cabo muestran que funcionarios de Carabineros 

no respetaron los protocolos establecidos por la institución. Por ejemplo, el Informe 

de Amnistía Internacional señala que:  

[…] durante las protestas en Chile, las escopetas antidisturbios, que disparaban cartuchos de 

12 balines cada uno, no cumplían con el estándar internacional sobre uso de la fuerza y las 

características de las armas menos letales, ya que, en primer lugar, los balines consistían en 

una aleación de goma con metal que, al impacto con el cuerpo humano, lo penetraba. En 

segundo lugar, porque al ser armas de impacto cinético de disparo múltiple, los 12 balines se 

dispersaban y eran notoriamente imprecisos.31 

Este tipo de armamento con dicha munición puede incluso llegar a poner en riesgo 

la vida de las personas. Un estudio del Departamento de Criminalística de Carabineros 

de Chile, en el cual se evaluaron los efectos de los disparos de perdigones sobre piezas 

de madera a distintas distancias para ver sus efectos en el cuerpo de las personas, 

demostró que si se disparaba a 30 metros de distancia se podía generar la muerte por 

una lesión vascular en el cuello32. 

El Informe de la ACNUDH es claro al manifestar que muchos disparos fueron 

realizados a una distancia mucho más cercana a los 30 metros aconsejados por los 

propios protocolos de Carabineros, lo cual reafirma el incumplimiento de los 

estándares internacionales sobre uso de la fuerza y con ello la vulneración del derecho 

                                                           
28  ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS (2019), p. 7. 
29  Ib. 
30   COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (2022), p. 73. 
31  AMNISTÍA INTERNACIONAL (2020), p. 20. 
32  Id., p. 66. 
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a la integridad personal como una acción deliberada por parte de las fuerzas de 

seguridad. Dicho informe menciona que: 

La ACNUDH ha reunido información (incluidos informes médicos) que muestran que muchos 

perdigones disparados por escopetas antidisturbios penetraron en el cuerpo y por ende hay 

razones fundadas para creer que fueron disparados a corta distancia. Del mismo modo, la gran 

cantidad de lesiones en los ojos o la cara también indican que fueron frecuentemente disparadas 

hacia la parte superior del cuerpo. Todo esto aumentó el riesgo de lesiones oculares y otros 

daños permanentes graves.33 

Las escopetas antidisturbios se encuentran dentro de la categoría de armas 

denominadas proyectiles de impacto de energía cinética. Existen antecedentes que 

cuestionan la inclusión de la munición de las escopetas antidisturbios como no letal. 

Según Velázquez et al., “la introducción de estas municiones no reemplazó el uso de 

armas letales, sino que ha ampliado las situaciones en las cuales la policía puede 

reaccionar usando armamento potencialmente letal”34. 

El 11 de noviembre de 2019, el Ministerio de Salud creó el “Programa Integral de 

Reparación Ocular” (PIRO). Dicho programa entregaba atención médica, estética y 

funcional, ayuda psicológica para personas víctimas de trauma ocular severo en el 

contexto del estallido social a partir del 18 de octubre de 2019, y de las cuales serían 

beneficiarios usuarios tanto de Fonasa como de Isapres y el lugar de atención era el 

Hospital del Salvador, específicamente su Unidad de Trauma Ocular, a través de un 

equipo multidisciplinario compuesto por oftalmólogos, cirujanos, psicólogos, y 

terapeutas ocupacionales35. 

 La Coordinadora de Víctimas de Trauma Ocular, compuesta por las víctimas y sus 

familiares, ha formulado una serie de críticas a dicho programa de reparación. Algunas 

de estas críticas fueron expuestas por sus representantes ante la Comisión de Derechos 

Humanos del Senado, el 19 de mayo de 2021. Entre los cuestionamientos formulados 

destacan la falta de atención psiquiátrica y psicológica hacia víctimas y familiares, la 

revictimización sufrida como consecuencia de que ciertos funcionarios de salud que los 

atienden los han culpado a ellos mismos del daño que sufrieron, la centralización de 

las atenciones en el Hospital del Salvador, dejando de lado a las víctimas de otros 

sectores del país, falta de prótesis, y otros gastos asociados al trauma ocular36. El 

INDH también ha formulado una serie de críticas al PIRO en los siguientes términos: 

Sin embargo, no constituye un programa de reparación integral desde los criterios establecidos 

por organismos especializados de derechos humanos, pues las prestaciones se centran en la 

rehabilitación física. Las atenciones de salud psicológica son limitadas y no considera apoyo 

social, económico o jurídico a las y los usuarios. La iniciativa no contó en su fase de diseño con 

la participación de las víctimas y sus organizaciones, además, el hecho de que se ubique en 

                                                           
33  ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS (2019), p. 15. 
34  VELÁZQUEZ et al. (2021), pp. 525 y s. 
35   MINISTERIO DE  SALUD (2019). 
36  CRÓNICA DIGITAL (2021). 
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Santiago dificulta el acceso para quienes residen en otras regiones del país. El número de 

víctimas que ha accedido al programa es reducido, pues hasta el 30 de junio de 2020 se habían 

contactado a 105 personas para su ingreso al programa, correspondiente al 40% de las 263 

personas que cumplen los requisitos de ingreso. Del mismo modo, el equipo médico constituido 

por ocho profesionales, resulta insuficiente, lo que indica la necesidad de fortalecer esta 

instancia y asignarle mayores recursos.37 

Uno de los casos que conmocionó a la opinión pública corresponde a lo sucedido a 

Fabiola Campillai, el 26 de noviembre de 2019, quien perdió la visión en ambos ojos, 

el sentido del olfato y el gusto, “tras impactarle una lata de gas lacrimógeno en la cara, 

mientras se dirigía a su trabajo”38. El 28 de agosto de 2020, el Ministerio Público 

imputó al excapitán de Carabineros, Patricio Maturana, como autor del delito de 

apremios ilegítimos con lesiones gravísimas en contra de Fabiola Campillai39, actual 

senadora por Santiago. En fallo del 11 de octubre de 2022, el Tribunal de Juicio Oral 

en lo Penal de San Bernardo, en votación unánime, declaró culpable al excapitán 

Maturana del delito consumado de apremios ilegítimos con resultado de lesiones 

graves gravísimas, tipificado en los artículos 150 letras D y E, en relación con el 

Artículo 397 N° 1, todos del Código Penal, en contra de Fabiola Campillai, tras los 

hechos ocurridos el 26 de noviembre de 2019 en el contexto del estallido social. El 

tribunal condenó a Maturana a la pena de presidio mayor en su grado medio, esto es, 

a 12 años y 183 días de presidio efectivo40.  

Otro aspecto que ha sido destacado en el informe de Amnistía Internacional es la 

responsabilidad de los altos mandos en la comisión de las violaciones a los derechos 

humanos y daños a la integridad personal de las víctimas, al no evitar, ya sea 

deliberada o culposamente, la ocurrencia de hechos ilícitos. Las autoridades civiles se 

encuentran obligadas a investigar los abusos perpetrados, debiendo comprobar si 

existe o no responsabilidad penal, administrativa y disciplinaria de los superiores por 

el actuar de sus subordinados, ya sea que pertenezcan a Carabineros o a otros 

organismos públicos41. 

El 24 de mayo de 2022, el presidente Gabriel Boric anunció una “Agenda integral 

de verdad, justicia y reparación para violaciones a los derechos humanos cometidas 

en el estallido social”, la cual debiera contribuir a fijar en el corto plazo políticas 

públicas encaminadas a reparar a las víctimas.   

El primer eje de verdad y justicia, implementará medidas orientadas a promover que los 

procesos sean tramitados con especial dedicación, en un plazo razonable, avanzando en 

recuperar la confianza en las instituciones del Estado. 

                                                           
37   INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2021), p. 36. 
38  AMNISTÍA INTERNACIONAL (2020), p. 11. 
39  Id., p. 40.  
40  PODER JUDICIAL. Causa Rol 60-2022 / RUC 1910061966-3 (2022).  
41  AMNISTÍA INTERNACIONAL (2020), p. 55. 
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El segundo eje trata de la Mesa de Reparación Integral, proceso de diálogo participativo 

liderado por la Subsecretaria, Haydee Oberreuter, y la Senadora Fabiola Campillai, con 

participación de las víctimas y sus familias. 

Finalmente, en relación al eje de no repetición, memoria y educación, se detallaron medidas 

para fortalecer la protección de los derechos humanos y preservar la memoria, convocando al 

Comité Interministerial de Derechos Humanos, con el objetivo de coordinar un plan de trabajo 

coordinado junto a los diversos actores.42 

Entre los objetivos que se ha planteado el gobierno se contempla la incorporación 

de las víctimas, sus familias y organizaciones de derechos humanos, en la discusión de 

las medidas de reparación. Ello implica un diálogo con actores directamente 

involucrados y contribuye a la búsqueda de una reparación integral. Se planteó la 

realización de una serie de encuentros participativos en distintas regiones de Chile, 

todo lo cual ha estado sucediendo en el segundo semestre de 2022. Los antecedentes 

de primera fuente que están siendo recopilados deberían facilitar la generación de 

propuestas de políticas de reparación integral. 

En relación con las medidas de salud y rehabilitación de las víctimas, se presentó 

un nuevo “Plan de Acompañamiento y Cuidado a Personas Víctimas de Trauma 

Ocular” (PACTO), que reemplaza al PIRO. Este plan, impulsado por el Ministerio de 

Salud y realizado en conjunto con las víctimas, contempla la descentralización de las 

atenciones de salud a las víctimas. Esta medida ha permitido superar la centralización 

de las atenciones que previamente el PIRO dispuso que se concentraran en el Hospital 

del Salvador. También se ha incorporado atención en salud mental, con capacitación 

en derechos humanos al personal de salud, rehabilitación y terapias, para los distintos 

tipos de daño ocular, ayudas para la reinserción laboral de las víctimas, 

desplazamientos, terapias y estudios, financiamiento para el recambio de prótesis 

durante todo el ciclo vital, y medidas para el cuidado del ojo no afectado, entre otras43. 

Como se puede apreciar, la “Agenda integral de verdad, justicia y reparación para 

violaciones a los derechos humanos cometidas en el estallido social” puede establecer 

las bases de las acciones estatales destinadas a paliar parte de los daños de las víctimas. 

Asimismo, estas medidas debieran tener como horizonte el fortalecimiento del estado 

democrático de derecho y la obligación de reparar el daño ocasionado a cientos de 

víctimas por parte de agentes del Estado, además de visibilizar la responsabilidad 

estatal, en miras al fortalecimiento de los derechos humanos luego de un proceso de 

violencia político-institucional generalizada y masiva que no tenía precedentes de tal 

magnitud en el país desde la vuelta a la democracia en 1990. 

3. Reparación de los daños en el Derecho Internacional 

Para entender la reparación de los daños es necesario adentrarse en el ámbito de la 

responsabilidad internacional, institución que forma parte del Derecho Internacional 

                                                           
42  MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS (2022).  
43  MINISTERIO DE SALUD (2022). 
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Público (DIP) y que posee un conjunto de reglas que deben ser respetadas en caso de 

transgresión de las normas internacionales44. Estas normas pueden estar contenidas 

en tratados internacionales vigentes o incluso en normas obligatorias de derecho 

consuetudinario (jus cogens)45. Además, dicha responsabilidad opera cuando un 

Estado comete un daño frente a otro Estado, pudiendo el último solicitar las 

reparaciones a los daños que correspondan46. 

En el derecho internacional se han formulado diversas teorías acerca de los 

requisitos necesarios para considerar que hay responsabilidad internacional. Uno de 

los planteamientos que ha encontrado apoyo entre los expertos en derecho 

internacional consiste en la aplicación de la «responsabilidad objetiva». Lo que este 

enfoque plantea es que para que haya responsabilidad internacional debe producirse 

un daño y existir un nexo causal entre éste y el agente que lo provocó, vulnerando una 

norma de derecho internacional, todo lo cual pueda ser atribuido a un Estado47. Un 

importante argumento para apoyar esta tesis se encuentra en el “Proyecto de 

Artículos sobre Responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos”, 

elaborado por la Comisión de Derecho Internacional (CDI). El Artículo 1° de dicho 

proyecto señala que: “Todo hecho internacionalmente ilícito del Estado genera su 

responsabilidad internacional.”48  

Los requisitos de la responsabilidad se encuentran mencionados en el Artículo 2° 

del mencionado proyecto de la CDI, el cual dispone que: “Hay hecho 

internacionalmente ilícito del Estado cuando un comportamiento consistente en una 

acción u omisión: a) Es atribuible al Estado según el derecho internacional; y b) 

Constituye una violación de una obligación internacional del Estado.”49  

Este proyecto de artículos de la CDI tiene fuerza de soft law o derecho suave y no 

vinculante, no siendo un tratado internacional. Sin embargo, se ha sostenido que “una 

parte importante de su contenido tiene valor como norma jurídica consuetudinaria”.50 

Los elementos que determinan si el acto conlleva responsabilidad internacional 

pueden ser divididos en subjetivos y objetivos. El elemento subjetivo dice relación con 

que quien ejecute el hecho debe ser un sujeto de derecho internacional. El elemento 

objetivo consiste en la violación a la norma de derecho internacional contenida en un 

tratado o que sea obligatoria como derecho consuetudinario51. 

La consecuencia que acarrea esta acción u omisión por parte de un órgano o agente 

del Estado de un hecho internacionalmente ilícito es la responsabilidad internacional 

                                                           
44    PINACHO (2019), p. 11. 
45    Id., pp. 12-13. 
46    NASH et al. (2009), p. 11. 
47   PINACHO (2019), p. 11. 
48  CDI (2001). 
49   Ib. 
50   PINACHO (2019), pp. 15-16. 
51   Id., pp. 13-14. 
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de dicho Estado, generando obligaciones tales como, poner fin al hecho ilícito si este 

continúa, garantizar la no repetición del hecho y reparar íntegramente el daño52. 

Según Nash et al., la obligación de reparar “es un principio del derecho internacional 

público y una norma acogida tanto por el sistema contencioso público como por el 

sistema especializado en derechos humanos”53. Además, el DIP tiene como criterios 

de reparación “la restitución, la compensación, la rehabilitación y la satisfacción y 

garantías de no repetición”54. Dichos criterios serán expuestos de manera detallada 

más adelante. 

Por otra parte, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) se 

vincula con el DIP en una relación de especie a género: el primero es una rama del 

segundo. Es cierto que es posible encontrar un conjunto de semejanzas entre el DIDH 

y el DIP, pero también hay diferencias y especificaciones de uno y otro55. Una de estas 

diferencias importantes es que la responsabilidad internacional en el DIP está definida 

por las obligaciones contraídas entre Estados. En cambio, en el DIDH la relación se 

da entre el Estado que debe respetar y garantizar una serie de derechos y libertades 

consagradas en tratados internacionales de derechos humanos, y los individuos que 

pueden exigir el cumplimiento del Estado ante las violaciones de esos derechos, 

garantías y libertades protegidos56. Nash et al. explican, a propósito del objeto de 

protección del sistema normativo, que “no se trata de simples intereses recíprocos 

entre Estados, sino que el objeto de protección son las personas, por lo que la 

responsabilidad del Estado no puede verse disminuida ni agotada por la mera 

voluntad de uno de los sujetos de la obligación”57. Esto tiene importantes 

consecuencias, pues la vulneración realizada por un Estado parte de un tratado en el 

DIDH no da la posibilidad a los otros Estados parte de denunciarlo o ponerle término, 

ya que estas obligaciones van en beneficio de las personas y no de los Estados, como 

sucede en el DIP58. 

En cuanto a la determinación de la responsabilidad del Estado en el DIDH, en 

tanto rama del DIP, se siguen criterios similares en relación con los elementos básicos 

para imputar la responsabilidad por vulneraciones a las normas contenidas en 

tratados internacionales de derechos humanos. En ese sentido, se dispone que deben 

concurrir los siguientes elementos: “(a) la infracción a una obligación internacional del 

Estado en materia de derechos humanos, y (b) que dicha infracción le sea atribuible 

al Estado de acuerdo con las reglas de imputación de responsabilidad del derecho 

internacional público”.59  

                                                           
52   Id., p. 20. 
53   NASH et al. (2009), p. 13. 
54   Id., p. 14. 
55   CASTAÑEDA (2015), p. 26. 
56  NASH et al. (2009), p. 15.        
57   Ib. 
58    Id., p. 17. 
59    Id., pp. 17-18. 
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Ahondando aún más a propósito de las semejanzas y diferencias entre el DIDH y 

el DIP, Pinacho aclara que:  

las obligaciones internacionales en materia de respeto y garantía de los derechos humanos están 

sujetas a las reglas generales de responsabilidad por hecho ilícito. Tal como sucede con 

cualquier norma internacional, la responsabilidad en materia de derechos humanos surge del 

incumplimiento de obligaciones, pero que en este caso son aquellas que «[…] tienen como 

propósito la conformación de un orden público internacional que responde a la protección de 

los derechos del individuo […]».60 

Este incumplimiento de obligaciones que genera la responsabilidad en el DIDH 

debe estar consagrado en normas contenidas en tratados internacionales de derechos 

humanos, reconocidos y ratificados por los propios Estados que son acusados de la 

violación a dichas normas. El examen de las normas que forman parte del DIDH 

admite una importante distinción entre normas primarias y secundarias. Por normas 

primarias se entiende a aquellas que contienen aquellos derechos o postulados 

obligatorios, mientras que las normas secundarias serían aquellas que se limitan a 

señalar cuáles son las consecuencias en caso de incumplimiento de las normas 

primarias61. Puede afirmarse entonces que los Estados tienen dos obligaciones, las que 

deben ser cumplidas de buena fe, debido a que la ratificación de los tratados 

internacionales es voluntaria. Tal como lo explica Pinacho,  

La obligación de los Estados es doble: respetar los derechos humanos reconocidos 

internacionalmente y garantizar su cumplimiento, impidiendo su violación. Ello cobra enorme 

relevancia si entendemos que es el propio Estado el que, a través de actos u omisiones de sus 

entidades y funcionarios, se constituye en el principal perpetrador de violaciones a derechos 

fundamentales. Sin embargo, no hay que perder de vista que el régimen de responsabilidad en 

materia de derechos humanos es esencialmente voluntarista, es decir, se basa en el 

cumplimiento de buena fe de los Estados.62 

La protección de los derechos humanos en el plano internacional tiene un papel 

subsidiario. Ello es así porque en primer lugar se deben agotar todos los medios 

internos en materia de protección y garantía de estos derechos y, una vez agotados o 

concluidos los mismos, ahí recién se puede proceder a los mecanismos de los sistemas 

internacionales y regionales de protección de los derechos humanos63.  

En cuanto a la reparación integral del daño en el DIDH, se ha establecido que el 

ideal que debiera ocurrir en caso de existir un daño es que se active un conjunto de 

medidas que tienen por objeto restituir o compensar el bien lesionado, de esa manera 

es posible avanzar hacia el restablecimiento de la situación que existía previamente al 

hecho ilícito, o incluso mejorarla, todo lo cual debe ocurrir con un estricto apego a los 

derechos humanos. Sin embargo, existen otras medidas como la rehabilitación que 

                                                           
60    PINACHO (2019), p. 26. 
61    Id., p. 14. 
62    Id., pp. 27-28. 
63    CASTAÑEDA (2015), p. 24. 
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implica la atención en salud en todas sus dimensiones, que en el caso de la presente 

investigación sería una forma de reparación, por el hecho de no poder restituir a la 

víctima a la situación anterior a la vulneración. 

Es importante tener en consideración que en el derecho internacional se han ido 

desarrollado varios sistemas de protección de los derechos humanos, a parte del 

interno o nacional. Así, en el ámbito internacional existen dos grandes sistemas de 

protección de derechos humanos: “1) el Sistema Universal de Protección de los 

Derechos Humanos, y 2) los Sistemas Regionales de Derechos Humanos. Ambos con 

una interacción y finalidad en común: la garantía de estos derechos”64.  

A propósito del Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos, cabe 

precisar su origen, estructura y composición: 

El Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos surgió con la Declaración 

Universal, en 1948, en el seno de la Organización de las Naciones Unidas. Cuenta con 

instrumentos, órganos de protección y mecanismos de tutela, entre ellos el Consejo de Derechos 

Humanos, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos y 

el Sistema de nueve Tratados de Derechos Humanos de Naciones Unidas y sus respectivos 

órganos o comités creados para su observancia.65 

Por su parte, los Sistemas Regionales de Protección de los Derechos Humanos 

presentan algunas ventajas relevantes en comparación al Sistema Universal de 

Protección. En opinión de Castañeda: “La protección regional busca brindar una 

protección más amplia que considera las características históricas, políticas, 

económicas, jurídicas, y culturales comunes en la región”66. Los Sistemas Regionales 

de Derechos Humanos, al igual que el Sistema Universal de Protección de los Derechos 

Humanos, surgen después de la Segunda Guerra Mundial, y en la actualidad hay tres 

sistemas regionales:  

el Europeo, el Interamericano y el Africano. Su fundamento se encuentra en tratados 

regionales: el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales; la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la Carta 

Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, así como algunos Protocolos y otros tratados 

complementarios.67  

La manera como se ha concebido a la responsabilidad internacional de los Estados 

en el Sistema Universal de Protección ha ido avanzando hacia la obligación de los 

Estados a establecer medidas de reparación. Pero este sistema no posee un tribunal 

internacional que dicte sentencias vinculantes y obligatorias para los Estados, sino 

que se limita más bien a hacer recomendaciones. Debido a ello, los sistemas regionales 

son mucho más efectivos, ya que cuentan con cortes que conocen de los hechos y 
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66    Ib. 
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dictan sentencias vinculantes y obligatorias para los Estados que les hayan reconocido 

competencia y que hayan suscrito y ratificado los tratados internacionales que 

protegen los derechos y garantías supuestamente vulnerados. Este punto es aclarado 

por Pinacho de la siguiente manera: 

Para que un Estado sea considerado responsable y se le indique la forma de reparar, se requiere 

de una sentencia emitida por algún Tribunal de derechos humanos. Los tribunales facultados 

para ello son el Tribunal Europeo de Derechos Humanos; la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, y la Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. Se considera que dichos 

tribunales llevan a cabo una actividad distinta del desarrollo jurisdiccional nacional, en tanto 

estructuran procedimientos destinados a dirimir litigios entre Estados que pertenecen a un 

determinado sistema internacional de derechos humanos que son considerados mecanismos 

mucho más fuertes que el universal, pues existe homogeneidad en su conformación, y las 

sentencias y mecanismos implementados se apegan a la realidad de los Estados miembros.68 

Por el hecho de que el Estado de Chile forma parte del Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos (SIDH) y le reconoce competencia a la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos (Corte IDH), en la siguiente sección nos centraremos en analizar 

pormenorizadamente las normas del SIDH que obligan a Chile. Es importante 

consignar de manera previa que el sistema interamericano se encuentra relacionado 

con los otros sistemas regionales y con el sistema universal antes descrito. Ello se puede 

apreciar en las opiniones y resoluciones que son dadas a conocer por la CIDH y la 

Corte IDH, pues en ocasiones hacen referencia a planteamientos que han sido 

expuestos o generados en otros sistemas. Los debates que ocurren al interior del SIDH 

no hay que concebirlos de manera aislada, como si no estuvieran prestando atención 

a las discusiones que acontecen en los otros sistemas. En ese sentido, hay 

acoplamientos estructurales entre estos sistemas normativos, influyéndose 

recíprocamente, pues de lo que se trata es de ir perfeccionando los mecanismos y las 

interpretaciones de las normas para ofrecer una mayor protección y defensa de los 

derechos humanos. 

4. Reparación de los daños en el Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos 

El SIDH tiene por objetivo salvaguardar la protección de los derechos humanos. Se 

compone por diversos integrantes: “los Estados del Continente Americano, la 

Organización de Estados Americanos, como eje de la cooperación y la Comisión y 

Corte Interamericanas de Derechos Humanos”69. Existen otros integrantes como la 

sociedad civil y organizaciones no gubernamentales70. 

Las bases jurídicas del SIDH se encuentran en la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre (1948) y la Carta de la Organización de los Estados 

                                                           
68   PINACHO (2019), p. 28. 
69   Id., p. 29. 
70   Ib. 
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Americanos (OEA, 1948)71. El instrumento de mayor relevancia para la presente 

investigación es la CADH, ya que en relación con la responsabilidad que pueda 

establecer la Corte IDH, el derecho aplicable corresponde a la CADH72 y otros 

instrumentos interamericanos.  

La iniciativa de crear una Convención se vio materializada en noviembre de 1969, cuando se 

celebró en San José de Costa Rica, la Conferencia Especializada Interamericana sobre 

Derechos Humanos, que estableció la creación de la Comisión y la Corte Interamericanas, 

encargadas de supervisar el respeto de los derechos contenidos en los diversos instrumentos 

interamericanos.73 

Las principales obligaciones de los Estados están contenidas en los Artículos 1.1 y 

2 de la CADH74. El Artículo 1.1 establece obligaciones de respeto y garantía de los 

derechos y libertades dispuestos en dicho texto75. El Artículo 2 establece la obligación 

de tomar medidas legislativas u otras en el ámbito interno con el fin de garantizar los 

derechos y libertades de dicho tratado76. Cuando estas obligaciones son violadas por 

los Estados y una vez agotados todos los medios de reclamación de derecho interno, se 

puede acudir ante el SIDH por la violación de uno o más derechos de la CADH o de 

otros instrumentos interamericanos77. 

La CIDH es la primera en intervenir en el evento de cometerse violaciones a los 

derechos consagrados en la CADH y otros instrumentos interamericanos. Sin 

embargo, su rol en materia de reparaciones no posee fuerza vinculante como las 

sentencias de la Corte IDH. Debido a ello se dará mayor énfasis a las medidas de 

reparación provenientes de esta última. En relación con las etapas procesales y 

competencia de la CIDH es pertinente mencionar que:  

El procedimiento ante la Comisión Interamericana inicia con la presentación de una petición 

individual. Las peticiones sobre las que la Comisión tiene competencia son aquellas sobre las 

violaciones de derechos humanos reconocidas en los tratados interamericanos y cometidas por 

algunos de los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos. También son 

de su competencia las peticiones que se presenten contra Estados que no son parte de la 

                                                           
71   Ib. 
72   NASH et al. (2009), p. 21. 
73   PINACHO (2019), p. 31. 
74   Id., p. 32. 

Art. 1.1: Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 

políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 

otra condición social. 

Art. 2: Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado 

por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con 

arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta convención, las medidas 

legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
75   NASH et al. (2009), p. 21. 
76   PINACHO (2019), p. 32. 
77   Id., pp. 32-33. 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos ni de otros instrumentos interamericanos, 

pero que si son miembros de la Organización de los Estados Americanos, en cuyos casos se 

aplica como base normativa la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre.78 

Se deben cumplir los requisitos de admisibilidad: haber agotado los recursos 

internos, ser presentada dentro de los seis meses siguientes a la última notificación de 

la resolución definitiva a nivel interno, entre otros. Si se cumple con los requisitos de 

admisibilidad y se enmarca lo expuesto como posibles violaciones a los derechos 

humanos de los derechos de la CADH u otros instrumentos interamericanos, la CIDH 

emite un informe de fondo declarando la admisibilidad, y a partir de ahí la CIDH 

puede promover una solución amistosa entre las partes79: 

En el caso de que las partes lleguen a una solución amistosa, la misma debe ser homologada 

por la Corte Interamericana, lo que implica que sea autorizada y supervisada por ella. En el 

acuerdo se estipulan las maneras en que se materializará la reparación. Entre las medidas que 

se acuerdan encontramos la creación de tribunales arbitrales ad hoc para fijar el monto de 

ayuda humanitaria, el pago de cierta cantidad de dinero por concepto de indemnización a las 

víctimas y sus familiares, la garantía de atención médica, el pago de costas a fundaciones que 

patrocinan las causas, la publicación de la solución amistosa y la capacitación a funcionarios 

públicos.80 

En caso de no llegar a una solución amistosa, la CIDH registra la petición como 

caso, examina los hechos y verifica si estos constituyen vulneraciones a los derechos 

de la CADH u otros instrumentos. Concluido su análisis, emite un Informe de Fondo, 

el que contiene los hechos, conclusiones y recomendaciones al Estado. Ejemplos de 

recomendaciones puede ser las siguientes: “la adopción de medidas para realizar 

indemnización del peticionario, la investigación de los presuntos responsables, la 

realización de un nuevo juicio a las víctimas y la revisión y armonización de la 

legislación interna con la Convención Americana”81.  

Si el Estado no cumple con las recomendaciones hechas por la CIDH, el peticionario 

debe manifestar su deseo de que la víctima y familiares quieren que el caso sea 

sometido a conocimiento de la Corte IDH, presentando todos los antecedentes 

requeridos. Vale destacar que “[…] es la Comisión Interamericana la que decide si un 

caso es sometido al conocimiento de la Corte”82. 

La Corte IDH fue establecida el 18 de julio de 1978, cuando entró en vigor la 

CADH. Tiene dos facultades, una consultiva y otra jurisdiccional. Como esta 

investigación aborda las medidas de reparación, se concentra en el proceso 

jurisdiccional. La Corte puede declarar la responsabilidad del Estado y su obligación 

                                                           
78   Id., pp. 34 y s. 
79   Id., p. 36. 
80   Ib. 
81   Id., p. 37. 
82   Id., pp. 37 y s. 
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de reparar las violaciones a los derechos humanos83. La Corte IDH tiene competencias 

sobre aquellos Estados que hayan firmado y ratificado la CADH y aceptaron la 

competencia contenciosa de la Corte IDH84. Cabe recordar que Chile cumple con 

ambos requisitos ya que “es Estado Parte en la Convención Americana desde el 21 de 

agosto de 1990 y reconoció la competencia contenciosa de la Corte en esa misma 

fecha”85. 

La Secretaría de la Corte IDH notifica a la Presidencia del Tribunal, jueces, Estado 

demandado, presunta víctima, representante y a la CIDH. Desde ese momento los 

representantes de las víctimas tienen dos meses para presentar un escrito con la 

descripción de hechos, solicitudes, argumentos y pruebas86. Estos antecedentes más 

los presentados por la CIDH, son remitidos al Estado en cuestión, el que dispone de 

tres meses para establecer su posición, pudiendo negar su responsabilidad en los 

hechos o reconocerlos parcial o totalmente87. En caso de que el Estado no reconozca 

la responsabilidad, la Corte IDH “[…] procede a analizar, durante las etapas escrita 

y oral, la información que las partes proporcionan con la encomienda de encontrar la 

verdad histórica […] Cuando el Tribunal culmina su análisis, emite una sentencia 

donde resuelve el fondo del asunto”88. En dichas sentencias la Corte IDH declara las 

violaciones cometidas, especificando los derechos transgredidos y las víctimas, y 

dispone medidas de reparación89. 

El fundamento normativo de estas medidas de reparación se encuentra en el 

Artículo 63.190 de la CADH. La reparación integral de los daños en base a la 

jurisprudencia de la Corte IDH se desprende de dicha norma91. Debe establecerse un 

                                                           
83   Id., pp. 39 y ss. 
84   Id., p. 41. 
85   CORTE IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 5. 
86   PINACHO (2019), p. 42. 
87   Id., pp. 42 y s. 
88   Id, p. 43. 
89   Id., p. 44. 
90   Artículo 63.1: Cuando decida que hubo una violación de un derecho o libertad protegidos en esta 

Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 

conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida 

o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización de 

la parte lesionada. 
91   “Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte ha indicado que 

toda violación de una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo 

adecuadamente, y que esa disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los 

principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un 

Estado. Además, este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los 

hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas solicitadas para 

reparar los daños respectivos. Por tanto, la Corte deberá analizar dicha concurrencia para pronunciarse 

debidamente y conforme a derecho”. CORTE IDH: Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373, párr. 120. 
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nexo causal “entre los hechos del caso, las violaciones alegadas, los daños probados, 

así como las medidas solicitadas para reparar los daños ocasionados”92. 

La Corte IDH establece distintos tipos de daños que pueden producirse como 

consecuencia de la violación de derechos establecidos en la CADH u otros 

instrumentos vinculantes. Estos daños se dividen en materiales e inmateriales, los 

cuales a su vez de subdividen: “En lo que atañe al carácter inmaterial, la Corte ha 

reparado daños en las esferas moral, psicológica, físicos, al proyecto de vida y colectiva 

o social, mientras que el daño material incluye daño emergente, lucro cesante, daño al 

patrimonio familiar y reintegro de costas y gastos.”93 Los daños inmateriales 

comprenden los “[…] sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a 

sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como 

las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la 

víctima o su familia”94. El daño material corresponde a la “pérdida o detrimento de 

los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las 

consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del 

caso”95.  

Identificados los daños específicos de las víctimas, corresponde otorgar las medidas 

de reparación correspondientes. Dentro de estas medidas se encuentran: 1) restitución; 

2) rehabilitación; 3) compensación; 4) satisfacción; 5) garantías de no repetición; 6) 

obligación de investigar los hechos, determinar los responsables y, en su caso, 

sancionar96. 

En relación con las medidas de restitución, estas pretenden “devolver a la víctima 

a la situación anterior a la violación”. Algunas de estas medidas son: el 

restablecimiento de la libertad, la restitución de bienes y valores, medidas de 

reparación colectivas como devolución de tierras indígenas97, entre otras. 

Las medidas de rehabilitación son aquellas que pretenden reparar afectaciones 

físicas, psíquicas y morales, a través de atención médica, psicológica o psiquiátrica98. 

La Corte IDH ha dispuesto en algunos casos que “[…] habiendo constatado las 

violaciones y los daños sufridos por las víctimas en el presente caso, el Tribunal 

dispone la obligación a cargo del Estado de brindarles gratuitamente y de forma 

inmediata,  el tratamiento médico y psicológico que requieran […]”99. 

                                                           
92    CALDERÓN (2013), p. 19. 
93    Id., p. 32. 
94    Id., pp. 32 y s. 
95    Id., p. 41. 
96    CORTE IDH (2021), Cuadernillo de Jurisprudencia N° 32. 
97    CALDERÓN (2013), pp. 46 y ss.  
98    Id., p. 51. 
99   CORTE IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 251. 
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Las medidas de compensación o indemnización compensatoria aparecen 

expresamente en el Artículo 63.1 de la CADH. Son una de las medidas más frecuentes 

de reparación de la Corte IDH, dependiendo la valoración de su monto de los daños 

materiales e inmateriales100, y deben guardar estricta relación con las violaciones del 

caso concreto101.  

Las medidas de satisfacción tienen diversos objetivos, tales como, devolver la 

dignidad a las víctimas, evitar la repetición de los hechos violatorios, reprobarlos, 

preservar la memoria, entre otros. Por ejemplo, la publicación o difusión de una 

sentencia102, actos públicos de reconocimiento de responsabilidad103, medidas de 

conmemoración de las víctimas, becas de estudio y becas conmemorativas104.   

Otro tipo de medidas son las garantías de no repetición, las cuales tienen por 

finalidad que los hechos ilícitos que vulneraron los derechos humanos no se repitan105. 

Algunas de estas medidas son las siguientes: adecuar la legislación interna106, el control 

de convencionalidad107, la capacitación en derechos humanos108, etc. 

Por último, está la obligación de investigación, determinación, enjuiciamiento y, 

en su caso, sanción de los responsables. Esta medida tiene que ver con la obligación 

del Estado de investigar los hechos que transgredan la CADH109. Algunos de los 

                                                           
100  “La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los supuestos en que 

corresponde indemnizarlo. La Corte ha establecido que dicho daño supone “la pérdida o detrimento de 

los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de 

carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso”. A su vez, ha establecido que el 

daño inmaterial “puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados por la violación 

como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y cualquier alteración, de carácter 

no pecuniario, en las condiciones de existencia de las víctimas”. Por otra parte, dado que no es posible 

asignar al daño inmaterial un equivalente monetario preciso, solo puede ser objeto de compensación, 

para los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de una cantidad de dinero o la 

entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable 

del arbitrio judicial y en términos de equidad”. CORTE IDH: Caso Pacheco León y otros vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de noviembre 2017. Serie C No. 342, párr. 217. 
101  CALDERÓN (2013), pp. 81-82. 
102  CORTE IDH. Caso Molina Theissen vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de julio de 

2004. Serie C No. 108, párr. 86. 
103  CORTE IDH. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio 

de 2004. Serie C No. 109, párr. 274. 
104  CALDERÓN (2013), pp. 54 y ss. 
105  Id., p. 64. 
106  CORTE IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. Venezuela. Excepción Preliminar 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 143. 
107  CORTE IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 124.  
108  CORTE IDH. Caso Fleury y otros vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. 

Serie C No. 236, párr. 129. 
109  CORTE IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C 

No. 4, párr. 176. 



25 
 

derechos involucrados se encuentran consagrados en los Artículos 8.1, sobre garantías 

judiciales110, y 25.1, sobre protección judicial111, de la CADH112. 

5. Propuestas de reparación integral para las víctimas de trauma ocular en el 

estallido social de 2019 

La reparación integral a las víctimas de trauma ocular es un desafío y necesidad actual 

que requiere medidas eficaces, oportunas y factibles en el corto, mediano y largo plazo. 

A continuación, se formulan propuestas tendientes a buscar posibilidades de 

reparación, en consideración de los lineamientos jurisprudenciales de la Corte IDH, de 

los diferentes organismos nacionales e internacionales de derechos humanos y del 

trabajo en curso por la Mesa de Reparación Integral. Esta última institución está 

realizando encuentros participativos en distintas regiones del país, dialogando con las 

víctimas de violaciones a los derechos humanos ocurridas en el marco del estallido 

social y con agrupaciones de derechos humanos y organizaciones no gubernamentales. 

Si bien se trata de un diálogo que está aconteciendo en estos momentos, cabe insistir 

en que la voz principal pertenece a las víctimas. Se deben tener en cuenta las 

discusiones en los seminarios “Ecos del estallido: diálogos para una reparación integral 

en salud y en justicia”, cuyos registros son de acceso público. Las medidas de 

reparación propuestas se abordan de manera genérica. Sin embargo, debe considerarse 

el diferente grado de afectación sufrida por cada víctima.   

1) MEDIDAS DE RESTITUCIÓN: La afectación a las víctimas de trauma ocular las 

priva de desempeñarse laboralmente en distintos puestos de trabajo que requieran el 

uso de la visión, ya sea parcial o totalmente. Se propone que en los casos de víctimas 

que hayan perdido el trabajo a consecuencia de los daños producidos, debe buscarse 

la reinserción laboral, ya sea en el mismo trabajo, en uno de similares características, 

o en alguno que tenga relación con las aspiraciones, motivaciones y capacidades de las 

víctimas. También se debe considerar la inserción laboral de aquellos que no 

desempeñaban un trabajo, pero que aspiraban a hacerlo113. 

                                                           
110  Artículo 8.1: Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad 

por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 

determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
111  Artículo 25.1: Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación 

sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
112  “La Corte ha establecido con anterioridad que el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el 

derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento 

de los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 

juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención”. CORTE IDH: Caso Almonacid Arellano 

y otros vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre 

de 2006. Serie C No. 154, párr. 148. 
113  CORTE IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 

febrero de 2001. Serie C No. 72, párr. 203.  
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Otro aspecto a considerar es la posibilidad de entregar una pensión de invalidez a 

las víctimas debido a las dificultades que podrían tener para desempeñarse en una 

gran cantidad de trabajos o labores. Por ejemplo, eso podría ofrecerse para los casos 

de pérdida total o considerable de la visión de uno o ambos ojos. Como antecedente a 

esta situación existe un caso de pérdida de visión de características similares. Con 

ocasión de la realización del servicio militar en Perú, un superior agredió a la víctima 

por realizar un ejercicio de práctica de manera errada, lo cual provocó la pérdida de 

visión en uno de los ojos. En ese caso la Corte IDH decidió que el Estado de Perú debía 

proporcionar a la víctima una pensión por invalidez114. 

Vale mencionar que el Estado ha establecido una política de pensiones de gracia 

para víctimas de diferentes tipos de violaciones a los derechos humanos ocurridas en 

el contexto del estallido social, a través de las glosas 12 y 15 de la Ley de Presupuestos. 

Al respecto el INDH ha señalado lo siguiente:  

Otra medida de reparación –pecuniaria– que ha tomado relevancia ha sido la pensión de gracia 

para víctimas de violaciones a los derechos humanos en el contexto de la crisis social. Dicha 

pensión fue considerada en la glosa 12 de Ley de presupuesto 2021 y en la glosa 15 de la Ley 

de presupuesto 2022, ambas a cargo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, 

específicamente del Departamento de Acción Social (DAS), la cual consiste en  

[...] considerar como beneficiarios a aquellas víctimas de violaciones a los derechos humanos 

acreditadas por el Instituto de Derechos Humanos que a causa de sus lesiones sufran un 

menoscabo permanente, completo o parcial, de su capacidad de trabajo desde el 18 de octubre 

de 2019 en adelante. 

Por otra parte, existe además la Glosa 12 de la Ley de presupuesto de 2022, que considera como 

beneficiarios “[...] a personas afectadas en el contexto de las manifestaciones iniciadas en el 

mes de octubre de 2019”. En palabras de Daniel Jana, jefe del Departamento de Acción Social 

del Ministerio del Interior, el grupo objetivo de la pensión de gracia refiere a “[...] la persona 

recibió menoscabo físico o psicológico, y hoy día no le permite [...] estar en una situación 

normal o simplemente fue menoscabado de sus derechos humanos”.115 

Otro aspecto relevante en relación a estas pensiones de gracia otorgadas a víctimas 

de diferentes vulneraciones a los derechos humanos que hayan tenido como 

consecuencia que  “a causa de sus lesiones sufran un menoscabo permanente, completo 

o parcial, de su capacidad de trabajo desde el 18 de octubre de 2019 en adelante”116, es 

la cantidad de víctimas a las que le ha sido asignado dicho beneficio, y la acreditación 

para su otorgamiento: 

Además, la relevancia de la acreditación como víctimas de violación de derechos humanos no 

ha sido considerada, puesto que a la fecha todas las pensiones que se han otorgado han sido 

con cargo a la Glosa 12 del presupuesto de 2022, la cual no requiere la condición de víctima de 

violaciones a los derechos humanos registrada en las acreditaciones que ha otorgado el INDH 

a las víctimas en ese sentido. A septiembre de 2022, el INDH ha recibido 581 solicitudes de 

                                                           
114  CORTE IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma vs Perú. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, párr. 287. 
115  INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2022), p. 69. 
116  Id., p. 70. 
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acreditación, de las cuales 441 víctimas han sido acreditadas por la institución. De estas, según 

información oficial por parte del Ministerio del Interior y Seguridad Pública al INDH, 299 

personas tienen decreto de pensión asignada por su condición genérica de “[...] personas 

afectadas en el contexto de las manifestaciones iniciadas en el mes de octubre de 2019”117. 

Se puede observar que ya existen casos en que el Estado ha asignado pensiones a 

víctimas de violaciones a los derechos humanos en el contexto del estallido social. Sin 

embargo, el alcance en el otorgamiento de estas pensiones y su vinculación con el 

presupuesto disponible y las víctimas que aún no reciben una reparación en este 

ámbito, implica la necesidad de incrementar los esfuerzos y el diálogo con las víctimas 

para concretar esta medida de reparación en un universo de casos que vaya en 

aumento. 

2) MEDIDAS DE REHABILITACIÓN: En este ámbito se deben fortalecer las medidas 

dispuestas por el plan PACTO a nivel de atención médica y psicológica o psiquiátrica. 

Las atenciones deben ser totalmente gratuitas, y disponerse en lugares cercanos al 

domicilio de las víctimas directas. Además, se debe ofrecer atenciones psicológicas y/o 

psiquiátricas a los familiares de las víctimas, ya que la afectación al proyecto de vida 

de la persona y los padecimientos que sufre la víctima de trauma ocular se extienden 

a sus familiares. En relación con la determinación de hasta qué grado de parentesco se 

tendrían que extender estas atenciones, ese es un asunto que debiera considerar la 

opinión de las propias víctimas. 

3) MEDIDAS DE INDEMNIZACIÓN COMPENSATORIA: Este tipo de indemnización debe 

contemplar los daños materiales e inmateriales sufridos por las víctimas. En relación 

con los daños materiales, se debe contemplar el daño emergente (relacionado a los 

gastos efectuados por las víctimas producto de la vulneración sufrida), el lucro cesante 

o pérdida de ingresos que las víctimas dejaron de percibir durante el tiempo que no 

pudieron trabajar. Con respecto a los daños inmateriales, éstos se vinculan con los 

sufrimientos y aflicciones ocasionadas a las víctimas, deteriorando sus condiciones de 

existencia. Para la determinación y cuantificación del monto indemnizatorio, tanto 

de daños materiales como inmateriales, debe establecerse un nexo causal entre los 

daños producidos y los hechos ilícitos que los provocaron. 

4) MEDIDAS DE SATISFACCIÓN: Dentro de este tipo de medidas se propone la 

publicación y difusión de sentencias en caso de determinarse responsabilidad. Dicha 

medida podría materializarse a través de la difusión de sentencias como la emitida en 

el caso de Fabiola Campillai, contrastándola con la actual impunidad de la mayoría 

de los casos en que no existen sentencias condenatorias. En estos momentos hay un 

problema grave de impunidad, que debe ser reconocido por el Estado si se pretende 

avanzar en las reparaciones. También se proponen medidas como: la construcción de 

placas conmemorativas, que se encuentren en distintos lugares del país y que sean de 

gran concurrencia; la creación de museos o sitios de memoria, con el afán de generar 

consciencia sobre el impacto de las violaciones a los derechos humanos, y conectarse 
                                                           
117 Ib. 
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con las garantías de no repetición y la importancia de la memoria como pilares de la 

justicia transicional; asimismo, se estima necesario el otorgamiento de becas en 

educación para la enseñanza básica, media, superior, de institutos profesionales y 

centros de formación técnico profesional, para las víctimas directas y sus familiares. 

Además, se propone el otorgamiento de beneficios en el plano de subsidios 

habitacionales otorgados por el Estado, que financien viviendas en un monto 

considerable, para las víctimas y sus familiares. 

5) GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN: Se propone la aprobación de una ley que regule 

el uso de la fuerza, acorde con los estándares internacionales de derechos humanos, 

que contemple mecanismos eficaces de monitoreo y fiscalización al accionar de las 

fuerzas de orden y seguridad, específicamente Carabineros de Chile, a través de acceso 

de manera inmediata a las cámaras dispuestas en el espacio público, y el trabajo en 

terreno de registros audiovisuales en zonas críticas de conflictividad, a través de la 

creación un órgano autónomo e independiente, con el fin de salvaguardar la protección 

y fiscalización de los derechos humanos en el contexto del derecho de reunión o 

manifestación. Además, la ley debería contemplar sanciones como la destitución de 

manera rápida y eficaz a los agentes del Estado que empleen la fuerza de manera 

excesiva, y que existan mecanismos y directrices para generar responsabilidades en 

altos mandos por el actuar de sus subordinados. Se plantea que dicha ley promueva 

cursos de capacitación y formación en derechos humanos en Carabineros de Chile. 

Además, se propone la creación de agravantes en las sanciones penales y 

administrativas en casos de violencia policial contra defensores de derechos humanos, 

por su labor central en la protección a los derechos humanos. 

Como medida reconocida en mayor o menor medida por organismos de derechos 

humanos nacionales o internacionales y agrupaciones de defensores de los derechos 

humanos existe la necesidad de realizar una reforma estructural a Carabineros de 

Chile, para promover una policía supeditada al poder civil y que respete la normativa 

y estándares internacionales en materia de derechos humanos.  

6) OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR LOS HECHOS, DETERMINAR LOS RESPONSABLES Y, 

EN SU CASO, SANCIONAR: Dada la impunidad por los casos de violaciones a los derechos 

humanos durante el estallido social, es necesario fortalecer las tareas de investigación, 

acusación y condena de los responsables. Es importante que se avance en el respeto de 

las garantías judiciales y de protección judicial establecidos en la CADH. Al respecto 

es pertinente mencionar una de las medidas de reparación que se dio en el Caso 

Quispialaya vs. Perú: 

El Estado debe continuar la investigación y/o proceso penal actualmente en curso por los 

hechos relacionados con la violación a la integridad personal sufrida por el señor Quispialaya 
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Vilcapoma, con la debida diligencia y en un plazo razonable para identificar y, en su caso 

sancionar a los responsables […].118 

La obligación de investigar, determinar responsables y sancionarlos es de vital 

importancia para la reparación de las víctimas, para el establecimiento de la verdad 

de los acontecimientos. Sin ello será difícil avanzar en una reparación integral. En el 

más reciente informe del INDH, titulado Panorama general de las acciones judiciales 

en el contexto de la crisis social. Reporte semanal de acciones judiciales (2022), se da 

cuenta de la falta de efectividad de las querellas interpuestas por el INDH, por 

traumas oculares y otros tipos de violaciones a los derechos humanos cometidas 

durante el estallido social. Los datos hablan por sí mismos: de un total de 3.151 

querellas presentadas por el INDH, se han dictado 13 sentencias condenatorias119, lo 

cual muestra un panorama general de las deficiencias del Ministerio Público y del 

Poder Judicial en la persecución de las violaciones a los derechos humanos ocurridas 

durante el estallido social. 

El control de convencionalidad de los tratados internacionales sobre derechos 

humanos ratificados por Chile y el reconocimiento de competencia de Chile a la Corte 

IDH obligan al Estado de Chile a buscar mecanismos tendientes a impulsar que la 

legislación interna sea consecuente con la de los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por Chile. Los jueces tienen la obligación de aplicar el control de 

convencionalidad entre el derecho interno y la CADH120. Se debe instar a los jueces a 

respetar los Artículos 8 y 25 de la CADH ya mencionados (sobre garantías y protección 

judicial) tanto para los casos actuales, como para hipotéticos casos futuros, sirviendo 

su aplicación también como reparación en relación con las garantías de no repetición. 

La falta de investigación, determinación de los hechos y sanción de los responsables, 

constituyen vulneraciones a dichos artículos. En el futuro ello podría ser objeto de 

responsabilidades internacionales por violaciones a los derechos humanos, en el evento 

que las víctimas recurran a la CIDH y posteriormente a la Corte IDH. 

Otra medida sería la creación de una Comisión de Verdad y Justicia. Como las 

actuaciones del Poder Judicial son insuficientes, inoportunas e ineficaces, se vislumbra 

                                                           
118  CORTE IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma vs Perú. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, parte resolutiva IX, párr. 7. 
119  INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2022). 
120  “La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, 

están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 

ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del 

aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 

disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y 

fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer 

una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos 

concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe 

tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 

Interamericana, intérprete última de la Convención Americana”. CORTE IDH. Caso Almonacid Arellano 

y otros vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre 

de 2006. Serie C No. 154, párr. 124. 
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la necesidad de agotar todos los medios posibles para lograr el establecimiento de la 

verdad respecto de los hechos generalizados y masivos que son constitutivos de 

violaciones a los derechos humanos, ocurridos durante el estallido social. 

6. Conclusiones 

Los hechos acontecidos durante el estallido social en Chile, relativos a las víctimas de 

trauma ocular por acción de agentes del Estado, específicamente de Carabineros de 

Chile, constituyen hechos internacionalmente ilícitos en conformidad al DIDH y al 

SIDH. La fuerza policial desmedida, en desmedro de la ciudadanía que se manifiesta 

en la vía pública, vulnera el Artículo 5 de la CADH, relativo a la integridad personal. 

La acción de los agentes del Estado, a través del uso excesivo de la fuerza como método 

de represión a las manifestaciones, con el uso fundamentalmente de lanza granadas de 

gas lacrimógeno y de escopetas antidisturbios que disparan perdigones compuestos 

por elementos no permitidos en el DIDH, contradice los estándares internacionales, 

normas nacionales y protocolos institucionales, vulnerando además los principios de 

necesidad, legalidad y proporcionalidad. Hechos como el trauma ocular de personas 

que se encuentran en la vía pública pueden constituir tratos crueles, inhumanos y 

degradantes, por lo cual generan responsabilidades y sanciones.  

En conformidad a la jurisprudencia de la Corte IDH, el retardo en la investigación 

de los hechos y en la determinación de las sanciones para los responsables vulnera el 

Artículo 8 de la CADH, sobre garantías judiciales, y el Artículo 25 de la CADH, 

referida a la protección judicial. La transgresión de dichas garantías y derechos pueden 

ser alegadas en caso de que las víctimas, una vez agotados los medios internos a nivel 

nacional, recurran a la CIDH y posteriormente a la Corte IDH.  

Con ocasión de las violaciones a los derechos humanos durante el estallido social, se 

ha observado una falta de acceso a la justicia y verdad dentro de un plazo razonable. 

La falta de respuesta oportuna y eficiente a las pretensiones de las víctimas, a 

propósito de la violencia ejercida por los agentes estatales implicados, puede 

traducirse en impunidad y negacionismo a tres años de las violaciones a los derechos 

humanos ocurridas durante el estallido social en Chile. Lo anterior queda expresado 

de manera clara en los siguientes datos obtenidos del Informe del INDH sobre 

“Situación de los derechos humanos en Chile 2022”. A partir de los datos del Ministerio 

Público, de un total de 7.851 causas terminadas por violencia institucional en el 

contexto del estallido social, se han dictado 17 sentencias condenatorias, mientras que 

se han agrupado 2.466 causas y en 4.369 casos se ha decretado su archivo provisional 

y en 849 causas no se ha perseverado en su investigación121. 

                                                           
121 INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (2022), p. 57. 

Motivo de término Número de causas 

Agrupaciones 2.466 

Anulación de ingresos/error de digitación 18 

Archivo provisional 4.369 
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El Estado de Chile ha ratificado la CADH y le ha reconocido competencia a la Corte 

IDH, por lo que se encuentra obligado internacionalmente a reparar integralmente el 

daño ocasionado a las víctimas de trauma ocular por acción de agentes del Estado. 

Habiendo transcurrido más de tres años desde el estallido social, es sumamente 

importante avanzar hacia la reparación integral de las víctimas.  

La reparación integral, como se ha analizado, se materializa en un conjunto de 

medidas que contribuyen a paliar las consecuencias sufridas por las víctimas. En el 

caso de los daños oculares existe la imposibilidad de restitución del estado anterior a 

que se produjera la vulneración. Por ello se debe actuar con celeridad en la creación 

de diferentes medidas en los ámbitos de la reparación integral: restitución, 

rehabilitación, compensación, satisfacción, garantías de no repetición, obligación de 

investigar los hechos, determinar los responsables y, en su caso, aplicar sanciones.  

El deficiente y lento actuar por parte del Estado en la concreción de la reparación 

integral a las víctimas genera que el actuar por parte de Carabineros de Chile y otros 

agentes de orden y seguridad, implique impunidad y negacionismo de las violaciones 

ocurridas durante el estallido social. Un ejemplo de ello se puede observar en un caso 

anterior al estallido social que ocurrió el 11 de abril de 2013: Enrique Eichin fue 

víctima de trauma ocular perdiendo uno de sus ojos por el disparo de un balín de 

pintura por parte de un Carabinero de Fuerzas Especiales; en este caso la sentencia se 

dictó recién este año122.  

La represión generalizada del derecho de reunión o manifestación, reconocidos 

como derechos de gran relevancia en cualquier Estado democrático de derecho que 

respete la libertad de expresión de las personas, afecta derechos fundamentales. En 

virtud de todo lo anteriormente señalado, es necesario construir una agenda de 

reparación completa, efectiva y con la mayor celeridad posible, teniendo en 

consideración la opinión de las víctimas.  

                                                           

Decisión de no perseverar 849 

Incompetencia 2 

No inicio de investigación 84 

Otros motivos 15 

Principio de oportunidad 5 

Sentencia absolutoria 3 

Sentencia condenatoria 17 

Sobreseimiento definitivo 23 

Total 7.851 

Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos del Ministerio Público, elaborada por 

el Sistema de Apoyo de Fiscales (SAF). 
122  RADIO BÍO-BÍO CHILE (2022). 
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También es necesario que se identifique con claridad quiénes son las víctimas de 

trauma ocular, su número, y dónde están para fortalecer el diálogo con las víctimas, y 

no haya imprecisiones en la cantidad de personas que requieren las reparaciones a las 

cuales, en virtud de los tratados internacionales ratificados por el Estado de Chile, este 

se encuentra obligado a brindarlas. Parte de esa tarea en estos momentos está siendo 

llevada a cabo por la Mesa de Reparación Integral para Víctimas de Violaciones a los 

Derechos Humanos durante el Estallido Social y el Plan de Acompañamiento y 

Cuidado a Personas Víctimas de Trauma Ocular, instancias que permiten avances, 

pero que hasta el momento no se materializan en medidas concretas.  

Es urgente aumentar los esfuerzos si se busca resarcir parte del daño ocasionado a 

las víctimas, y reconstruir una sociedad que sufrió vulneraciones masivas y 

generalizadas a los derechos humanos. Sin ello será difícil construir una sociedad que 

proteja a los individuos de la acción u omisión de agentes del Estado en materia 

derechos humanos. Los elementos de la Justicia Transicional ‒verdad, justicia, 

reparación, memoria y garantías de no repetición‒ se encuentran interconectados, por 

lo que para avanzar en la reparación integral de las víctimas de trauma ocular también 

es necesario prestar atención a qué está sucediendo en los otros elementos.  

Sin reparación persisten la revictimización de las víctimas de trauma ocular y las 

bases para la impunidad y la posibilidad de repetición de hechos no deseados en 

cualquier sociedad y Estado democrático de derecho. La falta de reparación también 

puede ser una fuente de tensión entre la población civil y el Estado, producto de la 

violencia político-institucional desmedida, masiva y generalizada, acontecida durante 

el estallido social. 
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